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Editorial 

 

 
 
 
 

Durante este tiempo de pandemia la Revista Primera Instancia ha sido parte 

fundamental en la realización de dos congresos internacionales de derecho convencional, 

con la participación de investigadores y profesores de diversas partes de Latinoamérica y 

Europa, cuyo resultado, entre diversas acciones permanentes, ha sido la publicación de 4 

libros:  Control de convencionalidad. Efecto expansivo de protección de derechos 

humanos; Derecho procesal convencional interamericano; Diálogo procesal 

interamericano, editados por la editorial Primera Instancia y el texto Parámetros 

convencionales de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales editado por 

la editorial Tirant lo blanch.    

La trascendía de estas obras destacan, ante la existencia de la gran cantidad de libros 

y artículos que llevan en el título de derecho convencional o de derecho procesal 

convencional, pero en el contenido de éstos nada se dice en relación a la importancia que 

tiene hoy el derecho convencional, como una rama autónoma del derecho, tanto de manera 

sustantiva como adjetiva. 

Por ello este año se estarán realizando más encuentros académicos sobre esta 

temática, con la única finalidad de abordar el estudio del derecho desde una perspectiva 

real, más de argumentos vetustos y emotivos, sobre todo, el resultado es mejores estándares 

de protección de los derechos humanos.     

En este nuevo número se presentan artículos de destacados juristas con temas de 

gran importancia para comprender los fenómenos jurídicos actuales:  

POLÍTICAS PÚBLICAS Y PROGRAMAS DE SALUD APLICADOS POR LA 

CUARTA TRANSFORMACIÓN EN MÉXICO EN FAVOR DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS, Blanca Torres Espinosa, Carlos Ernesto Arcudia Hernández y Sara Berenice 

Orta Flores; ANÁLISIS DEL DERECHO CONVENCIONAL EN MATERIA DEL 



DERECHO AL IDIOMA Y AL INTÉRPRETE, Nuccia Seminario Hurtado; EL 

DERECHO A LA SALUD EN LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA 

CONSTITUCIONAL DE COSTA RICA, Haideer Miranda Bonilla; LA 

RESIGNIFICACIÓN AUTOPOIÉTICA DE LA JURISDICCIÓN BRASILEÑA, A 

PARTIR DE UN ANÁLISIS POLICONTEXTURAL, Leonel Severo Rocha y Marcelino 

Meleu; HACIA LA ARMONIZACIÓN DE UNA LEY GENERAL EN MECANISMOS 

ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS, Paola Jackeline Ontiveros 

Vázquez; AMICUS CURIAE PRESENTADO A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACIÓN (MÉXICO): OPT IN VS. OPT OUT, COSA JUZGADA, 

NOTIFICACIÓN, EJECUCIÓN DE LA CONDENA, GASTOS Y COSTAS, Antonio Gidi 

y finalmente LA EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE COMO DERECHO 

AUTÓNOMO Y EXCLUSIVO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS A LA LUZ DEL 

SISTEMA DE PROTECCIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Nuccia 

Seminario Hurtado, Mario Tomás Espinosa Santiago, Isabel Pérez Santiz, Nayeli García 

Velásquez y Miguel López Mayo. 

Estamos inmersos en una revolución jurídica, esencialmente por la influencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ámbito interno de los países 

latinoamericanos adheridos a l Sistema Interamericano de Derechos Humanos que requiere 

de muchas voces y reflexiones para comprender los nuevos parámetros de protección a los 

derechos humanos. 

Esperando que nuestra publicación venga a contribuir y a impulsar la nueva cultura 

jurídica de protección de los derechos humanos. 

 

Alfonso Jaime Martínez Lazcano 

Editor y Director General 

 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 5  d e m a y o  de 2021. 
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LEY GENERAL DE MECANISMOS 

ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 

CONTROVERSIAS1 
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Paola Jackeline ONTIVEROS VÁZQUEZ* 

 

SUMARIO: I. Introducción. II. Primera iniciativa de Ley General de Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias. III. Segunda Iniciativa con Proyecto de Decreto 

que contiene La Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. IV. 

Propuesta de Lineamientos para una Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución 

de Controversias. V. Conclusiones. VI. Bibliografía. 

 

Resumen: Se propone generar la armonización de visiones y propuestas para concretar una 

Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, y por ende se genera 

un análisis comparativo de las diferentes iniciativas de Ley General que a la fecha existen; la 

primera propuesta data de 2017, generada por el Poder Ejecutivo Federal y aprobada por la 

Cámara de Diputados en 2018; y, la segunda presentada en 2020, es la iniciativa propuesta 

por los senadores Julio Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila y Rubén Rocha Moya. El 

resultado de la comparación entre ambas iniciativas será un análisis propio que derive en 

proponer los lineamientos que den vida a una nueva Ley General en la materia de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias.  

                                                 
1 Trabajo recibido el 29 de octubre de 2020 y aprobado el 30 de marzo de 2021. 
* Doctora en Derecho con mención honorífica por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma 
de México (UNAM). Abogada en Nuevas Tecnologías, Mediadora Privada No. 525 certificada con fe pública 
por el Centro de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. Contacto: 
mprivada525@gmail.com 
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Palabras clave: Arbitraje, Conciliación, Ley General de Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias, Mecanismos alternativos de solución de controversias, 

Mediación, medios electrónicos. 

 

Abstract: It is proposed to generate the harmonization of visions and proposals to specify a 

General Law on Alternative Dispute Resolution Mechanisms, and therefore a comparative 

analysis of the different General Law initiatives that exist to date; the first proposal dates 

from 2017, generated by the Federal Executive Branch and approved by the Chamber of 

Deputies in 2018; and the second presented in 2020, is the initiative proposed by senators 

Julio Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila and Rubén Rocha Moya. The result of the 

comparison between both initiatives will be its own analysis that results in proposing the 

guidelines that give life to a new General Law on the matter of Alternative Mechanisms for 

Dispute Resolution. 

 

Keywords: Arbitration, conciliation, General Law on Alternative Dispute Resolution 

Mechanism, Alternative dispute resolution mechanisms, mediation, electronic media. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

En el presente artículo se propone hacer un análisis comparativo de las diversas propuestas 

de iniciativa de Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, para 

generar una Ley General en la materia, estableciendo ciertos lineamientos generales.  

A través de una Ley General se debe promover la cultura de paz en donde se fomente 

el diálogo y no el debate, donde las personas sean las autoras de sus propias soluciones, y no 

recurran a la fuerza de la ley o a la voluntad impuesta de un tercero para la solución de los 

conflictos. 

En virtud de contar con 29 leyes estatales en materia de justicia alternativa, dicha Ley 

General debe derivar de un previo análisis de estas legislaciones con el objetivo de generar 

un progreso en la unificación de criterios y aspectos regulatorios. Es importante que una Ley 

General permita conocer la función de estos mecanismos, en especial de la mediación y de 

la conciliación en cada estado, su aplicación, sus áreas, la operatividad, la integración, 

facultades y requisitos para el establecimiento de sus centros, así como de los especialistas 
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que darán el servicio y como resultado los efectos de sus convenios y el reconocimiento de 

los mismos en otros estados o instancias gubernamentales. Un análisis como el propuesto 

permitirá un mejor conocimiento de lo que se necesita a nivel general y de los criterios a 

homologar. 

Por último, es importante unificar criterios a través de dicho comparativo, con la 

finalidad de establecer principios generales, etapas mínimas que conforman el proceso, 

requisitos solicitados para la capacitación y/o certificación de los especialistas, los requisitos 

para establecer centros y el efecto jurídico de los convenios. 

 
II. PRIMERA INICIATIVA DE LEY GENERAL DE MECANISMOS 

ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

La primera iniciativa fue presentada el 11 de diciembre de 2017 por el poder ejecutivo 

federal, como proyecto de decreto por el que se pretendía la expedición de la Ley General de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias y en consecuencia se produciría una 

reforma, la cual deroga y adiciona diversas disposiciones del Código de Comercio en materia 

de conciliación comercial, dicha iniciativa fue aprobada en la Cámara de Diputados el 26 de 

abril de 2018, posteriormente se turnó a Cámara Revisora para su estudio, dictamen, 

discusión y aprobación. 

En dicha iniciativa, se debió considerar la necesidad de la promoción y la utilización 

de los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias (MASC) por las autoridades 

mismas, por ejemplo en Ciudad de México, en el Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal2 se ha establecido en su artículo 55 que,  “… si en constancia de autos el 

Juez advirtiere que el asunto es susceptible de solucionarse a través de la mediación, el juez 

exhortará a las partes a que acudan al procedimiento de mediación a que se refiere la Ley 

de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal, e intenten, 

a través de dicho procedimiento, llegar a un acuerdo que ponga fin a la controversia”. De 

lo anterior se desprende que es responsabilidad de la autoridad invitar a las partes a estos 

mecanismos alternativos para que ofrezcan un proceso amistoso en la solución de su 

conflicto, sin la imposición de una resolución a favor de una sola de las partes.  

                                                 
2 El ordenamiento mantiene el título “…para el Distrito Federal”, ya que, aunque la estructura política del DF 
cambio a entidad, el Código no ha sido reformado para adaptarlo a Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México. 
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La iniciativa de Ley también es omisa en indicar que los MASC deben ser 

preventivos, ya que solamente establece como sus finalidades la gestión y la resolución de 

controversias, olvidando que también estos pueden ser empleados de manera preventiva en 

ciertos conflictos. En este sentido, sería relevante que en dicho proyecto se considerara hacer 

del conocimiento que las resoluciones adoptadas a través de estos procesos no solo son 

prontas e imparciales, sino efectivas. Es importante resaltar lo anterior porque el empleo de 

los MASC permitirá generar una descongestión al sistema judicial. Asimismo, en la iniciativa 

se debió incorporar los mecanismos para que se cuente con la generación de estadísticas e 

información unificada y sistematizada a nivel nacional sobre un padrón nacional de 

mediadores, la eficacia de los servicios y el cumplimiento de los mismos, por ejemplo.  

En cuanto a la organización de las instituciones especializadas, conformadas por 

facilitadores públicos, personal técnico y administrativo se ha olvidado en la iniciativa de ley 

el considerar a los facilitadores privados como parte del organigrama, así como contar con 

un registro de otros especialistas en ciertas áreas que puedan ayudar durante el proceso de 

solución del conflicto. 

Otro tema a considerar en la iniciativa de ley es que la certificación de los facilitadores 

y especialistas debe atenerse a ciertas evaluaciones de competencias o bajo ciertos 

lineamientos, ya sea para el caso de los facilitadores públicos que dejen su encargo como 

para los interesados en ser facilitadores privados. Así mismo, es importante tener en cuenta 

que, para los procesos de recertificación de facilitadores públicos y privados, se deben 

contemplar temas de vanguardia: jurídicos, sociológicos y psicológicos para generar 

profesionistas con una alta especialidad de capacitación. 

Respecto de la propuesta de creación de una autoridad nacional para llevar a cabo 

funciones de organización, integración y funcionamiento de las diversas instituciones 

especializadas, se debe considerar además de los lineamientos para capacitación, 

certificación y evaluación, las formas de registro, operación y área de experiencia de los 

facilitadores. Asimismo, en relación a la implementación de un sistema de registro 

electrónico de convenios y los lineamientos para su funcionamiento, se debe contemplar un 

sistema de resguardo seguro y confidencial. En mi opinión, no debiera ser un sistema 

solamente de registro electrónico, sino también ser un sistema electrónico para llevar a cabo 
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cualquier proceso relacionado con los MASC, desde que se inicia la solicitud hasta la 

conclusión del proceso, con su posterior registro electrónico de convenio. 

Es de reconocerse, que dicha iniciativa ha presentado una evolución en el sentido de 

considerar diferentes áreas de regulación de la mediación como en materia social, indígena, 

escolar y comunitaria. Incluso ha establecido disposición respecto a la mediación a través de 

medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología.  

 
III. SEGUNDA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CONTIENE 

LA LEY GENERAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 

CONTROVERSIAS 

El 21 de julio del 2020, se presentó la segunda iniciativa con proyecto de decreto que contiene 

la Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias por los senadores 

Julio Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila y Rubén Rocha Moya. 

La primera peculiaridad que se puede resaltar en esta segunda iniciativa es que en ella 

se comenta la falta de ley estatal en justicia alternativa en dos estados de la República 

mexicana; sin embargo son 3: Querétaro,3 Morelos y  Guerrero.4 No obstante, la ausencia de 

ley, es importante resaltar que estos estados tienen operando sus Centros Estatales de Justicia 

Alternativa (Querétaro y Guerrero con su propio reglamento interno y el estado de Morelos 

con lineamientos que regulan la integración y organización del Centro Morelense de 

Mecanismos Alternativos para la Solución de Controversias).  

Por lo tanto, en territorio mexicano existen 29 estados con legislación estatal, 2 

estados con reglamento interno de sus Centros Estales, y un estado con lineamientos en la 

materia. Cada uno de los estados que cuenta con su Ley Estatal en materia de Justicia 

Alternativa corresponde a su realidad social y su cultura; lo que conlleva a que una Ley 

General se enfoque a homologar lo esencial y a respetar las particularidades de cada estado. 

Por otro lado, la iniciativa de ley en comento pretende unificar criterios en cuanto a sus 

principios, estructura y organización de quienes lo operan o aplican, su procedimiento, 

eficacia de los convenios, capacitación y requisitos de las personas facilitadoras y régimen 

                                                 
3 No cuenta con ley, pero si con un Reglamento del Centro de Mediación del Poder Judicial del Estado de 
Querétaro Arteaga. 
4 Al igual que Querétaro, cuenta con un Reglamento del Centro Estatal de Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias del Poder Judicial del Estado de Guerrero. 
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de sanciones. Además, busca “asegurar a la población que, quienes funjan como personas 

facilitadoras tengan un nivel de profesionalización adecuado para responder a las necesidades 

de la sociedad, además de estandarizar con criterios mínimos su regulación, sentando las 

bases y principios al tenor de los cuales debe efectuarse, al constituir uno de los medios del 

acceso a la justicia, puesto que su aplicación, tanto a nivel federal, como estadual y municipal, 

no responde a los mismos ordenamientos legales, ni tienen la misma estructura.” 

 Es relevante recordar que cada estado ha ido desarrollando sus propias legislaciones 

estatales y esto obedece a sus diferentes contextos y realidades sociales. México es un país 

en donde existe la multiculturalidad, el turismo, la población indígena, usos y costumbres 

que varían de estado en estado, por lo tanto, dichos ordenamientos legales no deben ser 

iguales, ni deben tener una misma estructura. Existen estados que por su extensión cuentan 

con más de un centro de justicia alternativa y entidades en donde las materias de conflictos 

son más usuales que en otras. 

Además existen estados que no solo regulan a la mediación, la conciliación y el 

arbitraje como mecanismos alternativos, si bien esta iniciativa reconoce que en el estado de 

Coahuila existe la evaluación neutral,5 como un mecanismos alternativos. También resalta la 

existencia de otros mecanismos como los procesos restaurativos6 aplicables a diferentes 

materias en los estados de  Baja California e Hidalgo y la amigable composición7 en los 

estados de Nuevo León y Quintana Roo. 

En este sentido, es que una iniciativa de Ley General que debiera contemplar los 

diferentes tipos de Mecanismos Alternativos y no solo a nivel nacional, sino considerar los 

                                                 
5 La evaluación neutral conforme a la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de 
Coahuila de Zaragoza en su art. 55: “…un procedimiento alterno para la solución de controversias mediante 
el cual un tercero, experto e independiente de las partes, llamado facilitador en evaluación neutral, recibe de 
éstas sus argumentos de hecho y de derecho, así como sus pruebas, con el propósito de ponderar la validez 
legal de sus respectivas posiciones y sugerirles recomendaciones sobre las que puedan concretar un acuerdo 
y con ello solucionar su controversia”. 
6 El proceso restaurativo, es establecido en la Ley de Justicia Alternativa para el Estado de Baja California en 
su artículo 2 como el: “mecanismo cuyo propósito es la reparación y compensación para la víctima, el 
reconocimiento por parte del ofensor de la responsabilidad de sus acciones y del daño que ha causado y la 
manera de repararlo, así como la reincorporación de ambos a la comunidad, procurando obtener la 
rehabilitación del ofensor, previniendo su reincidencia y la satisfacción de las necesidades tanto de la víctima 
como del victimario”. 
7 Amigable composición es definida en el artículo 9 de la Ley de Justicia Alternativa del Estado de Quintana 
Roo como: “el cual favorece el intercambio amable de experiencias conflictuadas, buscando restablecer en lo 
posible la armonía entre las partes, generando igualdad de posibilidades respecto de un mismo plano de 
intereses, basado principalmente en la moral, justicia y conciencia humana, pudiendo someter sus diferencias 
a la consideración del facilitador que como tercero neutral interviene en el conflicto”. 
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internacionales con el fin de darles una equiparación y validez dentro de la regulación 

mexicana.  

Se resalta que la negociación no ocupa un papel preponderante, ni en esta iniciativa, 

ni dentro de las legislaciones estatales. En principio, esta iniciativa de ley solo establece un 

artículo al respecto, lo cual no hace un cambio en la consideración que hasta hoy se le ha 

venido dando al uso de este mecanismo alternativo. La iniciativa solamente hace referencia 

a la definición de esta figura en su artículo 32 como: “el acto por virtud del cual las partes, 

sin intermediarios, solucionan un conflicto. Si este está sujeto a la decisión de una autoridad 

jurisdiccional, deberá contener los requisitos que la ley que le (SIC) resulte aplicable 

establezca, y deberá ser sometido a su aprobación para que adquiera firmeza o bien, la 

categoría de cosa juzgada, según corresponda”. Como se advierte de lo anterior, dicha 

definición solo contempla a la negociación como un mero acto entre las partes para 

solucionar conflictos, siendo que en una negociación también existen terceros expertos que 

pueden facilitar el logro de acuerdos y además estos pueden derivar en convenios de 

transacción con carácter de cosa juzgada.8 Situación en la que ha sido omisa considerar la 

iniciativa de ley respecto a su naturaleza y efectos jurídicos. 

En este sentido, la ley en algunos tramos es ambigua en cuanto a las definiciones 

establecidas en su artículo 3, definido como Glosario, se sigue denominando a los 

mecanismos alternativos como procedimientos en lugar de procesos, siendo que son 

independientes a la justicia ordinaria; se siguen utilizando conceptos jurídicos que hacen 

referencia a los mecanismos alternativos como parte del ámbito jurisdiccional, así vemos que 

se le denomina “parte” a los usuarios del servicio de conciliación o mediación o el uso de la 

palabra “sometimiento” en su artículo 29 para dar continuidad y seguimiento al mecanismo 

alternativo implementado. La ausencia de técnica en la redacción de ciertos conceptos y la 

falta de definición de otros, como lo son: medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 

índole, mediación electrónica, plataforma de servicios y de personas expertas, hacen que sea 

una iniciativa de ley susceptible de mejoras, y además con ciertas adaptaciones que debería 

buscar el apego al sistema tradicional de justicia, para que adopte un sistema colaborativo y 

más humanizado. 

                                                 
8 Cfr. Tesis: 1a. /J. 41/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XIII, febrero de 2001, p. 55. 
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Incluso dentro de esta iniciativa se contempla la propuesta de existencia de una fase 

obligatoria de mediación o conciliación una vez admitida la demanda y fijada la litis (artículo 

5), la cual va en contra de los preceptos de la Constitución y que en caso de aprobarse, no 

solo se tendría que reformar la Constitución, sino que debería generar una reforma a todos 

los códigos adjetivos de los estados, y además que el personal responsable de esta fase cuente 

con las acreditaciones necesarias para llevarla a cabo, lo cual retrasaría la impartición de 

justicia, asimismo se deberían establecer los parámetros para determinar cuál de dichas 

figuras, la conciliación o la mediación es aplicable. 

Es evidente que una fase obligatoria de conciliación o mediación, no fomentaría un 

mejor servicio en la impartición de justicia, al contrario, lo entorpecería. En su caso, se 

debería considerar como un requisito de procedibilidad, como lo es en otros países como 

Colombia y Argentina; con el fin de darle información a las personas respecto de los 

beneficios y efectos de estos mecanismos. Implementar una fase de mediación o conciliación 

burocratiza el proceso judicial, lo alarga y complica en virtud de ser procesos distintos, en 

donde se requieren diferentes habilidades y facultades en el tercero facilitador. 

En este mismo artículo, se dispone que las partes interesadas en acudir a la mediación 

o la conciliación posterior a dicha fase, “deberán hacerlo del conocimiento de la autoridad 

competente mediante promoción conjunta, la cual deberá ser ratificada ante su presencia o 

bien ante notario público, en la que soliciten la suspensión del proceso”. Dicha ratificación 

es ociosa e innecesaria al ser voluntad de las partes acudir a un proceso alternativo de 

resolución de conflictos, cuando ya se hizo una promoción conjunta. 

Más adelante, en la iniciativa de ley se establecen la gratuidad de los servicios y 

prohibición de lucro ya que en su artículo 12 se dispone que: “…los Centros de Justicia 

Alternativa podrán recibir ingresos por los servicios de capacitación que instrumenten, 

siempre bajo un esquema de recuperación justa de los gastos que se generen por la 

realización de tales actividades, sin ánimo de lucro”. La mención de una recuperación justa 

es demasiado ambigua. En todo caso, la capacitación en mecanismos alternativos debiera ser 

implementada por los mismos facilitadores certificados de los centros como parte de su 

crecimiento y trayectoria profesional; y no ser objeto de monopolio de instituciones 

particulares que buscan lucrar con dichas capacitaciones. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 16. Volumen 8. Enero-junio 2021. PP. 110-138. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

118 

Otro tema importante dentro de cualquier iniciativa de ley general es el contemplar 

los requisitos de las personas que serán los representantes o titulares de los Centros de Justicia 

Alternativa. En esta propuesta de ley continúan siendo insuficientes las referencias; el hecho 

de contar con una certificación de Capacitación y Competencia Laboral en Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias, expedida por una Institución Certificadora no es 

suficiente para acreditar los conocimientos teórico-prácticos en la materia, se necesita una 

formación en dichos temas de por lo menos dos años, con una práctica de más de 300 horas 

en procesos de mediación y/o conciliación, acreditar exámenes psicológicos y experiencia en 

el manejo de equipos de trabajo. 

  Aunado a lo anterior, se establecen 3 tipos de facilitadores, lo cual generará confusión 

de la figura, tanto en un nivel general (aspecto social), como a un nivel particular (para los 

usuarios del servicio). Dentro de estos supuestos, el proceso de certificación como 

facilitadores dentro de una institución autorizada no solamente consistirá en una tramitología 

larga, complicada y cansada, sino costosa. Lo que no pondrá a la mediación o conciliación 

como mecanismos accesibles para la población, ni siquiera para los propios interesados en 

conseguir dichas certificaciones. Esta propuesta debiera solucionar la monopolización de las 

certificaciones, dando como opción certificarse a través de una institución gubernamental o 

a través de la certificación de competencias por alguna institución autorizada. 

En cuanto al mecanismo alternativo consistente en la negociación, los resultados 

derivados de la misma se pueden dar a través de un convenio de transacción, los cuales hoy 

en día tienen el carácter de cosa juzgada como se establece en la tesis citada. No es necesario 

que éste dependa de la decisión de una autoridad judicial, en virtud de ser un mecanismo 

autocompositivo, las partes deberán establecer el convenio con las formalidades establecidas 

en la ley para que adquiera el carácter de cosa juzgada. 

En otro aspecto, esta iniciativa de ley presume ser una vía para atender las necesidades 

de la población en cuanto a la solución de conflictos derivado de la situación de pandemia 

que existe en nuestro país y se continua con la idea de hacer efectivos dichos servicios a 

través de los medios electrónicos. Sin embargo, mientras se hace un análisis profundo de esta 

iniciativa, a partir del artículo 34 los medios electrónicos para la atención de usuarios y la 

implementación de los servicios son omitidos, datos como correo electrónico o teléfono 

celular no son considerados dentro de la cláusula compromisoria; tampoco se establecen 
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como necesarios estos datos para la localización e invitación al proceso de mediación o 

conciliación. 

Aunado a lo anterior, las bases generales en el uso de mecanismos alternativos se 

quedan cortas, en virtud de no ser específica con los medios digitales que se pueden 

implementar y es omisa en la forma de uso de estos medios para los efectos de validez de un 

proceso de conciliación o mediación.  

En este sentido, es incluso necesario establecer un procedimiento independiente en el 

uso de una plataforma para prestar los servicios de mecanismos alternativos de solución de 

controversias en relación de la implementación y los avances en la tecnología, se debe contar 

con lineamientos, datos necesarios (correo electrónico que pueda certificarse, teléfono, firma 

electrónica avanzada) y un proceso establecido uniforme para el uso de estas nuevas 

tecnologías, las cuales pueden estar basadas en la NMX.9 Así mismo, los requisitos 

necesarios para implementar los servicios por medios electrónicos o a través de una 

plataforma de servicios.  

Incluso, la iniciativa de ley al establecer la etapa de cierre y seguimiento, determina 

que serán las partes quienes deberán pactar los medios electrónicos y plataformas que se 

utilizarán para la entrega de convenios lo cual se debe analizar en cuanto a la viabilidad de 

la interoperabilidad entre las plataformas de servicios de cada Centro de Justicia Alternativa. 

La ley es omisa en los requerimientos con los que deben contar estas plataformas para entrega 

y registro de convenios de mediación, tampoco se considera la viabilidad del uso de firma 

biométrica o firma electrónica avanzada en los mismos, ni la certificación de este proceso a 

través de sellos digitales y constancias de tiempo.  

 

IV. PROPUESTA DE LINEAMIENTOS PARA UNA LEY GENERAL EN 

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

A continuación, se proponen los lineamientos generales que se pudieran considerar en una 

Ley General de Mediación: 

 

                                                 
9 Proyecto de Norma Mexicana, Proy-Nmx-Gt-001-Scfi-2019, “Sistemas Informáticos - Plataformas y Sistemas 
Informáticos de Justicia Alternativa, Gestión Digital Documental – Requisitos”, Dirección de Normas 
Méxicanas de la Secretaría de Economía.  
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 Disposiciones generales 

 De la Organización y Funcionamiento de los Centros 

 Del Consejo Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

 De los especialistas en Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

 De las reglas generales e instituciones de los Mecanismos Alternativos de Solución 

de Controversias 

 De las bases procedimentales para los Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias 

 De los convenios derivados de los Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias 

 

En el primer título de Disposiciones generales, sería relevante establecer:  

a) El interés social, el orden público y la observancia obligatoria derivada de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tanto para el artículo 17 

cuarto párrafo, como para el artículo 18 sexto párrafo y el artículo 73 en su fracción 

XXIX-A;  

b) La promoción y difusión por parte de las autoridades jurisdiccionales para dar a 

conocer los procesos de mecanismos alternativos de solución de controversias, como 

complementarios a la vía jurisdiccional y podrán ser empleados en cualquier 

momento, aún iniciado un juicio, o ya habiéndose declarado sentencia, solo para el 

cumplimiento de la misma.   

c) El objeto de la ley como: 

 Los principios y bases que regirán los mecanismos alternativos de solución de 

controversias; 

 Definir las modalidades de los mecanismos alternativos de solución de 

controversias; 

 Los criterios básicos de organización de los Centros o Institutos de Justicia 

Alternativa o de mediación del Poder Judicial de la Federación y los homólogos 

de las entidades federativas; 

 Las competencias mínimas laborales de los mediadores y conciliadores; 
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 Los criterios para la formación, selección, certificación, registro, supervisión y 

control de mediadores y conciliadores, públicos y privados; 

 La fuerza legal de los convenios que surjan de cualquiera de los mecanismos 

alternativos; 

 Las reglas comunes que habrán de observar la Federación, las entidades 

federativas, los órganos autónomos, los Poderes Ejecutivos, los municipios y las 

alcaldías, respecto de los procedimientos de mediación, de conciliación y de 

cualquier otro método autocompositivo; 

 Las acciones de asistencia temprana, a fin de orientar a las personas sobre los 

mecanismos disponibles para resolver sus controversias o conflictos; 

 Las bases de las acciones de difusión y sensibilización, para el mejor 

aprovechamiento de los servicios a que se refiere la iniciativa de ley; 

 Las bases y modalidades para el acceso de las personas a los servicios de 

mediación y de conciliación, en todos los ámbitos de interacción social, salvo en 

lo relativo a la materia penal y de justicia para adolescentes;  

 El uso de los medios electrónicos y la validez de la firma electrónica avanzada 

para otorgar eficacia a los procesos derivados de los mecanismos alternativos de 

solución de controversias; 

 Las facultades del Consejo Nacional, para la creación de un padrón de mediadores 

y conciliadores privados a nivel nacional; 

 Las políticas para generar estadísticas relativas a los procesos en donde se 

implementaron los mecanismos alternativos de solución de controversias, y 

 El reconocimiento nacional e internacional de los convenios derivados de un 

proceso de mecanismos alternativos de solución de controversias y la posibilidad 

de ser ejecutados por la vía de apremio en cualquier estado e inscribirlos en el 

Registro Público de la Propiedad de la entidad que corresponda. 

d) La regulación de las etapas y la procedencia de los mecanismos alternativos de 

solución de controversias, indicando las autoridades, instituciones y especialistas que 

los deben implementar.  

e) Las definiciones de los conceptos relevantes que se establecerán a lo largo de la 

iniciativa de ley, como por ejemplo: administrador de plataforma electrónica, 
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administrador de servicios, acuerdo, autenticación, autocomposición, blockchain, 

certificado digital, centro, comité, conciliación, conciliador, consejo, convenio 

electrónico, institución autorizada, firma autógrafa, firma biométrica, firma 

electrónica avanzada o fiable, firmante, justicia alternativa, Ley, mediación, 

mecanismos alternativos de solución de controversias por medios electrónicos, 

mediador, mensaje de datos, norma técnica, operador, operador en línea, parte, 

plataforma electrónica, preconciliación, premediación, registros, reglas y 

remediación. 

f) El ámbito de aplicación debe ser a nivel general, buscando que cada estado establezca 

sus leyes locales en concordancia con esta ley federal, fomentando que la mediación 

sea aplicable a todos los ámbitos posibles como el civil, mercantil, familiar, laboral, 

escolar, comunitario, indígena, turístico, internacional, propiedad industrial, política, 

en servicios públicos, justicia restaurativa y penitenciaria, lo que se puede ir 

determinando por las necesidades de cada estado y de las posibilidades en 

capacitación de mediadores en cada área.  

g) Los principios generales que deben regular a la mediación como lo son la 

accesibilidad, buena fe, confidencialidad, economía, equidad, flexibilidad, 

imparcialidad, información, intervención mínima, legalidad, neutralidad y 

voluntariedad. 

h) El reconocimiento del proceso de mediación en cualquier estado y de manera 

internacional siguiendo los requisitos solicitados y otorgándole el reconocimiento a 

los acuerdos a los que lleguen las partes en toda la república, en virtud de su carácter 

de sentencia con carácter de cosa juzgada; de esta forma hacerlo extensivo a otras 

instituciones por ejemplo: los Registros Públicos de la Propiedad y del Comercio, el 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit)10 y del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

(ISSSTE).11 

 

                                                 
10 Para consultar su historia y marco normativo véase: 
http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/infonavit/el+instituto 
11 Para más información consultar: https://www.gob.mx/issste 
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En el segundo título De la Organización y Funcionamiento de los Centros, se 

deben establecer los parámetros de creación de los centros de justicia alternativa, los recursos 

materiales, humanos y financieros que sean necesarios para la creación y operación de los 

mismos. Así mismo se deben contemplar los sistemas automatizados para la recepción, 

resguardo, clasificación y el manejo del acervo informativo que se genere; y regular los 

requisitos que deberán cumplir los titulares de cada centro enfocados a la experiencia 

profesional en MASC. 

Se debe incluir que el director del Centro deberá cumplir con ciertos requisitos como: 

estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; poseer título profesional 

en carrera afín a las ciencias sociales y contar con cédula profesional expedidos con 

antigüedad mínima de cinco años; ser mayor de 35 años; acreditar que cuenta con las 

aptitudes, conocimientos, habilidades, destrezas y experiencia suficiente para desempeñar la 

función con calidad y eficiencia; no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena 

privativa de libertad, ni estar cumpliendo una sanción administrativa que implique 

inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público; la duración 

del cargo debe contemplarse para que sea de 4 años, y que sólo pueden dejar de ejercerlas 

por destitución, suspensión, renuncia o retiro en los términos previstos en la Constitución 

Política del Estado, la Ley de Responsabilidades, la Ley Orgánica y puede ser ratificado por 

un período igual. En caso de ausencia, se debe indicar que el cargo debe ser cubierto por el 

subdirector, en caso de que exceda del plazo establecido en la ley, podría ser un aproximado 

de 3 meses, se hará un nuevo nombramiento. 

Es deseable que se establezcan los requisitos que debe (n) cumplir el (los) subdirector 

(es), que pueden ser similares a los de director, reduciendo el tiempo de antigüedad en su 

preparación profesional, así mismo se deben establecer las facultades y obligaciones de los 

encargados del Centro de Mediación. 

Se debe incorporar la obligación por parte de las autoridades de un Centro de 

Mediación para hacer del conocimiento del público sus funciones, sus reglamentos, el 

procedimiento y las distintas sedes de los centros de mediación en la República Mexicana. 

Así como, la información de los mediadores privados certificados con los que cuenta el país, 

sus datos de localización y especialidad para que se pueda tener acceso en caso de requerir 

un servicio de mediación privada. 
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En el mismo sentido se debe pugnar que, todo centro de mediación lleve un registro 

de sus expedientes, desde el formato de solicitud del servicio hasta la conclusión del mismo, 

así como su seguimiento para el reporte de estadísticas. El cual se hará llegar al Consejo 

Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias para lograr la 

unificación de la información. 

En el tercer título Del Consejo Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución 

de Controversias, el objetivo es establecer su integración y operación a nivel federal; para 

ello se debe contar con ciertas atribuciones como:  

 Aprobar sus reglas de operación; 

 Proponer la política nacional, en materia de mecanismos alternativos de solución de 

controversias, en los términos de la presente Ley; 

 Impulsar la desconcentración y descentralización de los servicios de mediación, 

conciliación y de los demás mecanismos de solución de controversias; 

 Promover, coordinar y realizar la evaluación de programas y servicios de justicia 

alternativa que le sea solicitada por alguno de los Poderes Judiciales de la Federación, 

de las entidades federativas y de la Ciudad de México;  

 Formular recomendaciones a las instituciones competentes sobre la asignación de los 

recursos que requieran los programas de justicia alternativa; 

 Aprobar y expedir la Norma Técnica y formular recomendaciones sobre su 

aplicación;  

 Impulsar las actividades de desarrollo, investigación y docencia en el campo de los 

mecanismos alternativos; 

 Promover el establecimiento de un sistema nacional de información estadística, en 

materia de mecanismos alternativos de solución de controversias para consulta de los 

Centros y público en general y determinar la periodicidad y características de la 

información básica que los Centros deberán proporcionarle; 

 Impulsar las acciones de asistencia temprana, a fin de orientar a las personas sobre 

los mecanismos disponibles para resolver sus conflictos o controversias; 

 Definir y emitir los criterios que aplicarán los Centros, los mediadores y conciliadores 

privados, en materia de sistemas de informática que permitan la prestación de los 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 16. Volumen 8. Enero-junio 2021. PP. 110-138. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

125 

servicios de justicia alternativa por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 

tecnología; 

 Implementar la solución electrónica de disputas para que se presten servicios de 

mediación y conciliación en línea o a distancia; 

 Autorizar las plataformas para la mediación y conciliación digital y vigilar que 

cumplan con todos los requisitos de gestión documental, almacenamiento, 

transmisión y confirmación de datos; así como, con las reglas de seguridad y 

confidencialidad necesarias para darle a los usuarios certeza en el servicio de 

mediación y de conciliación; 

 Contar con un registro de expedientes digitalizados, que permitan concentrar la 

información estadística; 

 Definir la firma electrónica para la realización de mediaciones o conciliaciones 

digitales, en línea o a distancia; 

 Apoyar la coordinación entre los Poderes Judiciales de la Federación y de las 

entidades federativas, los órganos autónomos, la Secretaría de Gobernación, los 

ayuntamientos y alcaldías, así como otras instituciones públicas, sociales y privadas 

reconocidas para formar y capacitar recursos humanos para operar los mecanismos 

alternativos de solución de controversias en los diversos ámbitos de interacción 

social; 

 Impulsar la permanente actualización de las disposiciones legales en materia de 

mecanismos alternativos de solución de controversias; 

 Apoyar la coordinación entre los distintos órdenes, ramas de gobierno y órganos 

autónomos para informar, difundir y divulgar los servicios de justicia alternativa en 

todo el territorio nacional; 

 Proponer campañas de difusión para radio y televisión sobre los servicios de justicia 

alternativa en todo el territorio nacional; 

 Promover la participación de los prestadores de servicios de justicia alternativa, 

mediadores y conciliadores, de los sectores público, social y privado, en los términos 

de las disposiciones que al efecto se expidan, en la construcción de un sistema 

nacional de mecanismos alternativos de solución de controversias; 

 Celebrar convenios que tengan como finalidad cumplir los objetivos de la Ley; 
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 Dar seguimiento a las acciones que se lleven a cabo en cumplimiento de la Ley; 

 Generar un Padrón Nacional de Mediadores y Conciliadores Públicos y Privados que 

pueda ser consultado por el público en general;  

 Aprobar el informe anual de actividades del Secretariado Ejecutivo;  

 Establecer normativa, lineamientos, bases y criterios obligatorios para los Centros de 

Justicia Alternativa estatales;  

 Establecer las estadísticas a nivel federal de los procesos de mecanismos alternativos 

de solución de controversias, de manera informativa; 

 Establecer las políticas y estrategias para llevar a cabo los procesos de MASC dentro 

de las diversas instituciones públicas y privadas; y, 

 Realizar investigaciones en materia de Justicia Alternativa, tanto a nivel nacional, 

como internacional, respecto a las actualizaciones y funcionamiento de los mismos.  

 

En relación a lo anterior, se debe tomar en consideración si el Consejo Nacional de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias debe ser una autoridad dependiente 

del Consejo de la Judicatura Federal, en donde se establezcan los participantes del mismo y 

sus facultades de voto. 

En el título cuarto De los especialistas en Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias, se debe contemplar a todas las personas que serán parte, tanto de los Centros 

de Mediación, como de los servicios de mediación privada, por ejemplo, los informadores o 

premediadores, los mediadores, tanto públicos, como privados y los gestores, quienes se 

deben encargar del seguimiento de los acuerdos y convenios de mediación, así como de la 

ejecución de los convenios. En este último punto, los gestores deben formar parte de los 

centros de mediación y en el caso de la mediación privada, podría ser el mismo mediador 

quien tuviera la función de gestor para la ejecución de los convenios. 

Los informadores, mediadores y gestores públicos deben estar adscritos a un Centro 

federal o estatal de Mediación, como servidor público, cumpliendo con los requisitos que 

establezca la ley; capacitados y registrados por sus mismos centros. Por otro lado, los 

mediadores privados deben estar inscritos y registrados, tanto en un centro estatal como 

federal, ya contando con una capacitación y certificación por el centro de su localidad, deben 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 16. Volumen 8. Enero-junio 2021. PP. 110-138. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

127 

además cubrir con los requisitos que establezca la ley; la designación de los especialistas 

públicos deberá ser a través de concurso de oposición y cumpliendo con los requisitos legales. 

Los requisitos para ser especialista en mediación deberán contemplar que se 

encuentre con capacidad de goce y ejercicio, edad de 25 años en adelante, que cuente con 

título y cédula en la rama de ciencias sociales y/o humanidades expedidos con una antigüedad 

mínima de 3 años a la fecha de su nombramiento, no haber sido condenado por delito doloso 

que amerite pena privativa de libertad, ni estar cumpliendo, una sanción administrativa que 

lo prive de su cargo, tener conocimientos de derecho y contar con una capacitación adecuada 

y comprobable. Además, se debe contar con ciertas habilidades, como lo establece Bravo 

Peralta; en principio “la de escuchar, la de preguntar y la de observar, además hay otras 

como la de manejar estados emocionales extremos, la de crear confianza y afinidad, la de 

evaluar intereses y necesidades, la de poner a prueba la realidad, la de saber compartir 

información, la de permanecer neutral, la de romper patrones y estereotipos, ser hábil en la 

planeación de estrategias y la de crear empatía entre las partes”. 12 

En cuanto a la duración del cargo o de la certificación como especialistas en el ámbito 

privado, puede ser a partir de 5 años en adelante que es el tiempo promedio establecido en 

las legislaciones estatales, para presentar proyectos, convenios, contar con tiempo para hacer 

capacitaciones, etc. 

Se deben establecer los lineamientos en que se regule cuando un especialista no pueda 

participar en un proceso de MASC debido a algún interés personal que tenga en el asunto o 

alguna relación de amistad, familiar, laboral, jurídica, o alguna otra relación que pueda 

afectar el curso del proceso de mediación. Así como el procedimiento para realizar dicha 

excusa o en su caso, los solicitantes del servicio al saber alguna de las causas anteriores pueda 

proceder a la recusa del especialista asignado al proceso o durante el mismo. 

Otro aspecto relevante es el establecimiento de las facultades y obligaciones de los 

especialistas, quienes deben actuar con probidad, eficiencia y respeto a la ley y a las personas 

que soliciten el servicio, de manera imparcial, guardar la confidencialidad, informar de forma 

clara y ordenada a las partes sobre el proceso, sus ventajas y consecuencias, cumplir con sus 

horarios, en los procesos en los que intervenga no deberá afectar derechos de terceros 

                                                 
12 BRAVO PERALTA, Martín Virgilio, Manual de derecho arbitral, Porrúa-Universidad Anáhuac, México, 
2015, p. 100. 
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intereses de menores e incapaces y disposiciones de orden público, además de contar con una 

continua capacitación y actualización para su desarrollo, tanto personal, como profesional. 

Los especialistas privados certificados por los tribunales de sus estados, deben contar 

con fe pública para la celebración de los convenios derivados de la mediación que ellos 

mismos conduzcan y que suscriban los mediados; para certificar copias de los documentos 

que sean fiel de su reproducción y que deban agregarse a los convenios para acreditar la 

identidad del documento; y, para expedir copias certificadas de los convenios de mediación 

que tenga en sus archivos a petición de cualquier mediado, del Centro Estatal o regional, o 

de autoridad competente, o para efectos registrales.  

En caso de incumplimiento a sus deberes, o por falta a alguna cuestión administrativa, 

los especialistas pueden incurrir en responsabilidades, por lo que es necesario establecer un 

proceso y las diversas sanciones a las que pueden ser acreedores. 

En el título quinto De las reglas generales e instituciones en Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias, se debe buscar como fin el establecer que las 

autoridades fomenten e impulsen el uso de los mecanismos alternativos de solución de 

controversias de forma autocompositiva con el fin de descongestionar la carga laboral de los 

juzgados, también incentivando una cultura de paz social y empoderando a las personas para 

responsabilizarse y tomar decisiones que les ayude a mejorar sus relaciones humanas; así es 

necesario que se destaque la obligación de las autoridades de orientar a la justicia alternativa, 

antes, durante o aún finalizado un proceso judicial (en este caso solo para efectos del 

cumplimiento de lo sentenciado), evitar la violencia, tanto personal, como de injusticia social, 

se debe entender la paz como lo expresa el autor Walter A. Wright: “un determinado estado 

de convivencia mediante la cual los seres humanos comparten con sus semejantes la 

posibilidad de obtener la satisfacción de sus necesidades básicas, de desarrollar sus 

potencialidades y lograr realizarse como personas”.13 Lo anterior permitirá encontrar una 

justicia social,14 en la que los seres humanos en vez de acudir a los procesos jurisdiccionales 

donde uno gana y el otro pierde, contará con la posibilidad de satisfacer sus propias 

necesidades e intereses, permitiendo así el mejor funcionamiento de la sociedad en la que 

impacten este tipo de mecanismos alternativos de solución de controversias. 

                                                 
13 AIELLO, Maria Alba, “Rol de los Ciudadanos en la prevención de los conflicos y en la construcción de la 
paz”, en WRIGHT, Walter A. (Dir.), Abordaje de conflictos, Astrea, Buenos Aires,  2016, p. 20.   
14 ENTELMAN, Remo F., Teoría de conflictos. Hacia un nuevo paradigma, Gedisa, Barcelona, 2009, p. 23. 
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El servicio de MASC debe ser gratuito cuando se proporcione en cualquier Centro de 

Justicia Alternativa. En el ámbito privado, el servicio puede ser remunerado, y debe 

establecerse un arancel mínimo sobre el costo de los servicios profesionales y de registro de 

convenios. 

En caso de que la Ley General de MASC no prevea todas las cuestiones de proceso o 

por falta de alguna disposición se debe contemplar el aplicar de manera supletoria el Código 

Federal de Procedimientos Civiles, el Código Civil Federal, el Código de Comercio y las 

disposiciones estatales. 

El proceso de MASC debe ser voluntario para los solicitantes; sin embargo se puede 

proponer el acudir a una plática informativa derivada de alguna autoridad o como requisito 

previo para iniciar un proceso judicial, ya que podría ser una oportunidad para las partes de 

conocer los mecanismos alternativos que permitan la solución del conflicto a través de la 

comunicación y de las propuestas que ellos mismos generen, sin la imposición de una 

solución dictada por la autoridad y en donde también las partes se empoderan y se 

responsabilizan del proceso que los lleve a mejorar sus relaciones humanas y en su caso el 

mismo conflicto. En el caso de los procedimientos orales, ya existen juzgados en algunos 

estados que cuentan con sus propios especialistas y que en el momento de la apertura del 

juicio se invita a las partes a tener una plática informativa respecto de la mediación, sus 

ventajas, beneficios y consecuencias, en ese momento las partes deciden si continúan con la 

mediación u optan por continuar con el juicio. Lo anterior se puede implementar en todos los 

juicios orales, notificando al informador de la audiencia para que pueda estar presente y 

asistir a las partes en caso de que quieran conocer la mediación. 

Los MASC no deben darse a conocer solamente como requisito o como derivación 

de una autoridad, su conocimiento debe estar incluido en la educación desde nivel secundaria 

hasta la universidad, dentro de los planes de estudio o como una actividad extraescolar que 

le permita a los estudiantes entender el conflicto y tener habilidades-técnicas para la solución 

de los mismos. 

Si bien se ha comentado que los MASC tienen como principio la confidencialidad, 

no obstante, está se puede romper en el caso de que alguna de las personas que participan 

sufra de algún tipo de violencia, o si se hace referencia a la comisión de un delito, o bien si 

es probable que se cometa uno; en ese caso el mediador debe estar facultado para comunicarlo 
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a su superior, quien debe tomar las medidas indicadas para notificarlo a la autoridad 

competente. 

Como toda actividad en la que se busca el buen funcionamiento y efectividad, es 

necesaria la implementación de la supervisión judicial de los MASC, la cual debe estar a 

cargo de auditores o funcionarios del Consejo de la Judicatura o en su caso del Consejo 

Nacional en MASC, que certifiquen que los procesos, las capacitaciones, los registros y los 

servicios de mediación estén conforme a la ley. 

Las partes solicitantes o invitadas a un proceso alternativo, deben contar con derechos 

y obligaciones como la de solicitar el servicio público o privado, en el caso del servicio 

privado se puede designar al especialista de común acuerdo, a intervenir personalmente y de 

forma voluntaria en el caso de que sean personas físicas, en el caso de personas morales 

podrán hacerlo a través de representante legal; podrán solicitar a los peritos o especialistas 

que les proporcionen la información necesaria para la solución del conflicto, realizar la 

recusación o sustitución de los especialistas cuando exista un supuesto de excusa o con causa 

justificada, establecer los acuerdos de manera autónoma, determinar si quieren dar por 

terminado el proceso siempre y cuando permitan al mediador dar la conclusión del mismo. 

En tanto algunas obligaciones van enfocadas a asistir a las sesiones en hora y fecha, 

conducirse con respeto, disposición, honestidad y buen comportamiento en el desarrollo de 

las sesiones, respetar la confidencialidad, permitir que el mediador guíe el proceso, cumplir 

con lo establecido en el convenio y en caso del servicio privado de mediación cumplir con 

los costos del proceso y honorarios. 

La iniciativa de Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución De 

Controversias debe permitir el uso o reconocimiento de los diversos MASC, como la 

amigable composición, el tercero experto o el arbitraje. 

En el título sexto De las bases procedimentales para los Mecanismos Alternativos 

de Solución de Controversias, de inicio debe contemplar que la comparecencia de los 

interesados como persona física debe ser personal, en caso de ser persona moral se debe hacer 

a través de representante legal, debidamente acreditado. La solicitud debe hacerse de forma 

verbal o escrita de manera autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier 

otra tecnología, por una o ambas partes. La solicitud debe ser atendida en el mismo día por 

el informador en turno, donde en una primera sesión debe analizar si la situación es 
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susceptible de llevarse a cabo a través de un MASC, lo que debe hacerse del conocimiento 

del (los) solicitante (s), las reglas del proceso, los principios que lo rigen y los supuestos de 

terminación. En caso de acudir un solicitante, se debe enviar invitación a la otra parte para 

que en el plazo de 5 días hábiles acuda a una plática informativa, donde se hace del 

conocimiento el motivo de la invitación, las reglas del proceso, los principios que lo rigen, 

los beneficios y ventajas del proceso, así como los supuestos de terminación (los cuales serán 

consecuencia de que una o ambas partes lo solicite o que el especialista lo considere 

necesario, cuando exista probabilidad de cometer un delito o por convenio). 

En caso de que el conflicto sea susceptible de llevarse a cabo por un MASC y 

habiendo aceptado ambas partes participar en el proceso, se debe agendar con los solicitantes 

una fecha para la siguiente sesión, donde debe comenzar el proceso de MASC con la firma 

de la manifestación de voluntad y el acuerdo de confidencialidad. Los solicitantes se 

reconocerían como partes en el proceso, se inicia con la identificación y narración del 

conflicto, se establecen los puntos en conflicto (las posiciones, los intereses y las 

necesidades) y se hace una agenda con los puntos a tratar en las sesiones, se les comunica a 

las partes los documentos necesarios que deberán presentar durante el proceso para 

comprobar información y no afectar los derechos de terceros o el orden público. Se llevarán 

a cabo cuantas sesiones sean necesarias, acordadas previamente por las partes a petición del 

especialista atendiendo a las ocupaciones y posibilidades de éste y de los interesados; en caso 

de haber sido iniciado un juicio y se haya establecido la suspensión de la prescripción o de 

la caducidad se notificará al juez, para el aplazamiento del término.  

Si una de las partes o ambas no acuden a las reuniones en día y hora señalados, se 

citará a una segunda sesión y en caso de que no asistan se levantará acta y se mandará archivar 

el asunto. Se podrá solicitar se reabra el expediente si ambas partes lo solicitan por escrito.  

En la siguiente etapa se debe hacer una construcción de soluciones donde se 

propondrán alternativas, las cuales serán evaluadas y seleccionadas para la construcción de 

los acuerdos. 

Cómo última etapa, se encuentra el cierre del proceso de MASC donde se llega a la 

celebración del acuerdo, o se levanta acta en caso de que las partes no deseen continuar con 

el proceso. El acuerdo puede ser de forma escrita como convenio o de manera verbal, en 

donde establecerán cuáles son las obligaciones y derechos para ambas partes y el cuál será 
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de carácter obligatorio. El convenio debe cumplir con ciertos requisitos como el lugar y fecha 

de celebración, los nombres y generales de las partes con su forma de identificación, en su 

caso la acreditación de la representación de la persona moral, nombre del especialista que los 

asistió, capítulo de antecedentes, declaraciones y acuerdos estableciendo las condiciones, 

términos, fecha y lugar de cumplimiento, firmas de los participantes y el sello del especialista 

certificado privado o del Centro de Justicia Alternativa, en caso de servicio de mediación 

pública. Se debe expedir copia certificada del convenio definitivo a las partes. 

Tanto los especialistas públicos, como los privados deben llevar un registro de los 

convenios celebrados o de los procesos de MASC concluidos a través de acuerdos verbales 

o en el caso de que no se haya concluido por convenio, ni por acuerdo verbal, los motivos de 

conclusión del proceso. Dicho registro debe ser presentado en cada refrendo del especialista 

para su recertificación cumpliendo los requisitos y formalidades establecidas en la ley o 

reglamento de cada estado.  

El proceso de MASC a través de medios electrónicos, ópticos o cualquier otra 

tecnología, así como un servicio de MASC por medio de una plataforma electrónica (mejor 

conocido como ODR, Online Dispute Resolution) debe ser considerado dentro una Ley 

General de MASC con el fin de permitir a los Centros de Justicia Alternativa estatales, 

facilitar el acceso y llevar a cabo un control digitalizado de los procesos, así como el registro 

de los convenios. 

El servicio de MASC por medios electrónicos se entiende como el proceso en el cual 

los involucrados en un conflicto buscan negociar entre sí bajo los auspicios de un especialista 

capacitado en MASC y tecnologías, a través de correo electrónico, videollamadas o en 

plataformas de Internet, en donde se ofrecen espacios virtuales para facilitar las reuniones 

electrónicas. 

En este sentido, las etapas del proceso no tendrían alguna razón para modificarse, solo 

informar a los interesados de la posibilidad de implementar estos medios electrónicos, ópticos 

o cualquier otra tecnología para llevar a cabo la solicitud del servicio, las comunicaciones y 

las reuniones.  
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En tanto, el servicio de ODR debe comprender el uso sofisticado de sistemas para la 

resolución de conflictos en línea,15 no solo se refiere a medios electrónicos, como las 

computadoras, dispositivos electrónicos u ópticos, como las videollamadas o de cualquier 

otra tecnología como la firma electrónica; es hablar sobre elementos como sistemas de 

registro y trazabilidad (en su caso, blockchain), inteligencia artificial, smart contracts, 

analítica avanzada, plataformas digitales que otorguen servicios de negociaciones 

automatizadas, mediaciones o conciliaciones en línea o procedimientos arbitrales con 

tribunales digitales. 

  Respecto a lo anterior, lo recomendable sería que los Centros de Justicia Alternativa 

cuenten con plataformas de servicios que permitan, tanto a las partes, como a los especialistas 

privados poder proporcionar el servicio a través del uso de estos sistemas electrónicos y en 

caso de aceptación, manifestar su consentimiento. Las etapas podrán ser establecidas de 

manera escalonada en donde exista un primer encuentro entre las partes para la posibilidad 

de una negociación automatizada, de no ser posible los interesados podrían continuar a una 

etapa de arreglo facilitado, en donde el especialista defina el MASC a implementar y facilite 

la comunicación entre las partes con el fin de que consigan acuerdos que les permitan resolver 

el conflicto. Una vez consensados los acuerdos se da la etapa final con la celebración de un 

convenio digital, el cual puede ser firmado y registrado por medios electrónicos que permitan 

la acreditación de la identidad de las partes.  

En el título octavo De los convenios derivados de los Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias, se debe contemplar para la validación y aprobación de los 

convenios celebrados por mediadores públicos o privados, que estas no contravengan 

disposiciones de orden público, la moral, o afecten derechos irrenunciables o de terceros. El 

convenio aprobado por el Centro de Mediación Federal, el Centro Estatal o centro regional 

de que se trate, tendrá el carácter de documental pública con carácter de sentencia 

ejecutoriada con efectos de cosa juzgada.  

Si en el convenio se establecen derechos y obligaciones pecuniarios de los menores o 

incapaces, estos deben ser sometidos a validación del fiscal del estado para que sean elevados 

a la categoría de sentencia ejecutoriada. 

                                                 
15 ONLINE DISPUTE RESOLUTION EUROPE (ODR). Mediación en línea. Véase: 
http://www.odreurope.com/odr-services/online-mediation, consulta 08/11/2020. 
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En materia de justicia restaurativa, el reconocimiento y validación del convenio de 

mediación debe ser será aprobado por el Juez de control a partir de la etapa de investigación 

complementaria y por el fiscal en la etapa de investigación inicial, conforme al artículo 190 

del Código Nacional de Procedimientos Penales.  

En caso de incumplimiento del convenio aprobado se debe proceder a exigir su 

cumplimiento forzoso en los términos que para la ejecución de sentencia regule el Código de 

Procedimientos Civiles vigente en cada Estado. La negativa del órgano jurisdiccional para 

su ejecución debe ser causa de responsabilidad administrativa, excepto cuando el convenio 

adolezca de alguno de los requisitos señalados por la ley. 

En materia penal, en caso de incumplimiento, deben quedar a salvo los derechos del 

afectado para que los haga valer en la vía y forma correspondientes.  

 

V. CONCLUSIONES 

La creación de una Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

permitirá la regulación de estos mecanismos en diversos ámbitos: sociales, comunitarios, 

indígenas, civiles, mercantiles, familiares, y educativos, será una materia concurrente y no 

reservada a ciertos estados, la aplicación de la misma debe buscar ampliar el panorama de la 

resolución de conflictos no solo a nivel local, sino nacional y de manera internacional.  

Es a través de estos mecanismos alternativos que se pueden resolver desde una 

perspectiva distinta las controversias, siendo los individuos en conflicto los propios 

protagonistas de sus soluciones, teniendo la oportunidad de establecer sus propios acuerdos 

y formas de cumplimiento; estos mecanismos son coadyuvantes de los procesos judiciales, 

no pretenden sustituir al juicio, sino darle a los individuos las herramientas necesarias para 

enfrentar sus conflictos y transformarlos, si es posible conservando las relaciones o 

mejorando la comunicación, además de cubriendo sus necesidades. 

La mayor rapidez en la solución de controversias a través de estos mecanismos 

propicia una disminución en los costos, no sólo para las partes involucradas sino para el 

sistema de justicia, ya que representa una posibilidad de descongestionar a los tribunales al 

informar y promover estas figuras como parte de un servicio de administración de justicia y 

la protección de un derecho humano de acceso a la misma. Por tanto, los mecanismos 
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alternativos de solución de controversias deben estar al servicio y a disposición de cualquier 

persona interesada en su empleo, para la gestión, prevención y solución de sus conflictos. 

Considero necesario que tanto legisladores como profesionales de los mecanismos 

alternativos, deben buscar estar a la vanguardia no sólo en el sentido de cambiar las normas 

para adecuarse a la realidad social, sino en el aspecto de mejorar lo que ya existe en nuestro 

sistema jurídico y unificar criterios para la regulación de estas figuras.  

Por lo anterior, es necesario adecuar la realidad a los servicios de mecanismos 

alternativos de solución de controversias en cuanto al ámbito digital, la implementación, 

regulación y promoción de los mismos a través de los medios electrónicos, ópticos o de 

cualquier otra tecnología, tanto para el acceso a los mismos, como para poder llevar a cabo 

los procesos de MASC haciendo uso de las diversas tecnologías de la información y la 

comunicación. 
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